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Ha dedidido:

Otorpr el amparo solic;itado por don José Luis Navazo Gancedo y,
en consecuencia, anular las Sentencias de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo de I de diciembre de 1986 Y de la Sección Sexta de la
Audiencia Provincia! de Madrid de 3 de abril de 1984.

Publiquese esta Sentencia en el «1Ioletln Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a ocho de junio de mil novecientos ochenta y
ocho.-Francisco Tomás y Valientc.-Francisco Rubio Llorente,-Luis
Diez-Picaza y Ponce de LeÓD.-AntoniO Truyol Serra.-Eugenio Díaz
EimiI.-Miguel Rodrf¡uoz-Piñero y Bzavo-Ferrer.-Firmados y mbri-
cados. .

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA
NAOON ESPAROLA,

valores en conflicto, que la libertad de expresión se ejercitó· en
condiciones que, constitucionalmente, le confieren el máximo nivel de
eficacia preferente· y, en' consecuencia. que IaleaióD inferida a la
dignidad de clase determinada del Estado encuentra juatificaciÓD en la
protección que merece el ejercicio de dicha libertad. cuando, como
ocurre en este caso, no tras~ los limites que se dejan anterionnente
establecidos, aunque la oPInión emitida merezca los' calificativos de
acerba, inexacta e injusta,

b) En fechas próximas a las de las acloras, otras tres personas
fueron contratadas en iguales condiciones y con las mismas vicisitudes
que las actoras, siendo eeaadas verbalmente el 16 de febrero de 1986 esas
tres empleadas.

c) las aetoras fonnularon demanda por desVido contra su cese
verbal, correspondiente su conocimiento a la M~stratura de Trabajo
núm. 1 de Sevilla, mientras que la demanda tambIén formulada por las
otras empleadas correspondió a la Magistratura de Trabl\io núm. 7 de
Sevilla. Ambas Magistraturas dietaron Sentencias desestimatorias de los
despidos, y contra las mismas se interpusieron sendos. recursos de
suplicación por unas y otras, fundándose los recursos en los mismos
motivos, referidos,. en esencia, a infracción de nonnas laborales sobre
.contratación temporal

d) Por Sentencia de 10 de diciembre de 1986 de la Sala Segunda del
Tribunal Central de Trabajo se resolvió el recurso de suplicación
interpuesto l"'r las tres empleadas citadas, estimándose dicho recurso
con declaraClón de que había sido objeto de despido nulo y condenando
a la RASSA a su readmisión y a! abono de los salarios dejados de
percibir. Razonaba la Sentencia en resumen que la relación de las
mismas con el organismo empleador se regían por la legislación laboral
norma! y en aplicación del Decreto 2104/1984, de 21 de noviembre, no
podrian ser contratadas con carácter eventual por más tiempo de seis
meses dentro de un período de doce meses., duración máxima vulnerada
con los segundos contnitos que, aunque' se denominaran de interinidad,
respondían .realmente a la misma causa de eventualidad que 'los
primeros, debiendo considerarse como indefinidos por aplicación de
aquel plazo máximo, no impedida por una conducta en frau~ de Ley.

e) Por su pane el recurso de suplicación de las hoy demandantes de
amparo ha sido desestimado por la Sentencia impugnada de la misma
Sala Segunda del Tribunal Central de Trabajo dictada el 7 de enero de
1987 y notificada el 21 1Ie enero de 1987, según se acredita Con la
documental acompañada. .

En esta Sentencia se declara que nin¡una de las normas laborales
invocadas en el recurso son de aplicación al tratarse de relaciones de
carácter estatutario, no laboral. excluidas de la nonnativa·laborat y los
diversos contratos formalizados como temporales se ajustan a Derecho
al igual que los ceses por terminación de los contratos, no por despido,
al no ser trabajadores por tiempo indefinido las aetoras, .

3. La parte recurrente entiende que la Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo de 7 de enero de 1987 viola, de un lado, el principio
de igua!dad en la aplicación de la Ley consagrado por el arto 14 C. E.,
al haber modificado el mismo. órgano judicial el sentido de sus
decisiones, en casos sustancialmente pes, sin ofrecer fundamentación
alguna. apartándose de una orientación jurisprudencial general, conti­
nua y firme, Concreta esta alegación señalando ,que los supuestos de
hechos de la Sentencia impugnada y de la que propone como término
de comparación (Sentencia de 10 de diciembre de 1986 del Tribunal
Central de Trabajo) son exactamente iJuales., .n lo expuesto en los
antecedentes de hecho, y ambas resolUCiones se dietan por la misma Sala
Segunda del T. C. T.; sin embargo, las dos resoluciones divergen
profundamente en el punto crucial de la calificación jurídica, de los
contratos, pues la de 10 de diciembre de 1986 los califica de contratos
de trabajo, según el propio texto de los mismos y la nonnativa aplicab~e

Sala Primera. Recurso de amparo núm 176187. Sentencia
núm. 108/1988. de 8 de junjo.

:I.a;Sala"Primeradel Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don Francisco Rubio Llorente,
don L-.i"s Díez·Pi.cazo y Ponce de León, don Antonio Troyol Serra; don
Eu¡enio DIaz Eimil Y don Miguel Rodrlguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
Milistrados, ha pronunciado

relación con una materia de interés público y en términos que inciden
en el pres,tigio de una institucióD del Estado, pero no en el honor de
penonaa individuaJjzadas .

Ciertamente, si el Juez penal hubiera calificado esas expresiones de
~uriucometidas ~tra, el derecho al ho~r de los roncretos)ueces que
dictaron la senteDcta objeto de la entreVIsta; nos encontranamos ante
una afirmación de hecho con la consecuencia de que la eficacia
justificadora de la libertad ejercitada solamente podria opetar de haberse
aportado al proc:eso penal, con resultado positivo, la prueba de la
veracidad de la imputación, pero éste no es el caso de autos, pues nos
haUamos, seaún se de~a dicho, ante la opinión de que existen Jueces que
no administran justicUl y, por tanto, ante un supuesto de ejercicio de la
libertad de expresión, cuyo amparo depende de que se hayan o no
añadidoren la manifestación de la idea u opinión, expresiones injuriosas
desproVIstas de interés público e innecesarias a la esencialidad del
pensamiento o fonnalmente injuriosas,

ReeUzada esta comprobación, resulta indudable que la opinión del
demandante de amparo incide negativamente en el prestigio de la
institución pública a la que se refiere, siendo lóBico y comprensible que
la jurisdicción penaIla haya considerado, muy acertadamente, injuriosa
u ofensiva a la clase del Estado a la que se dirigió. A pesar de ello,
teniendo en cuenta el contexto, en que se producen -una entrevista
periodistica dirigida a la información pública-, su alcance de critica
1ID~nalizada en la que no se hacen imputaciones de hechos a Jueces
s!nJularizados, cuyo bonor y .dad personal no resultan afectadas y
el Interés público de la matena sobre la cual recae la opinión -el
funcionanuento de la. Administración de Justicia-, la jurisdicción penal
debió entender, de haber rea1izado una correcta ponderación de los

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

En el recurso de amparo seauido con el núm. 176/87, a instancia de
doila Susana Pulido de la Peóll y otras ~nas,. representadas por la
Procuradora de los Tribunales doña Roana Montes Agusti, asistIda de
Letrado, contra Sentencia del Tribuna! Central de Trabajo de 7 de enero
de 1987 que confirma en suplicación la dictada por la Magistratura. de
Trabajo núm. I de Sevilla que desestimó la formulada en reclamaCIón
por'deSpido. Ha intervenido el Ministerio Fiscal.

Ha' sido Ponente et Magistrado don Eugenio Díaz Eimil, quien
expma el parecer de la Sala. .

. t ANTECEDENTES

l. La Procuradora de los Tribunales doña Rosina Montes Agust!,
en nombre y representación de doila Susana Pulido de la Peña, doila
Maria del Carmen Rosas Sancha, doña Macarena Hierro Borjabad y
doña Mercedes Sanche. Gómez, presenta el 13 de febrero de 1987
escrito por el que interPOne recurso de amparo contra la Sentencia de la
Sala Segunda del Tribunal Central de Trabajo de 7 de enero de 1987,
desestimatoria de recurso de suplicación interpuesto contra la Sentencia
dictada por la Magistratura de Trabajo núm. 1 de Sevilla de 17 de mayo
de 1986, en proceso sobre despido seguido ~r las actoras contra la Red
Asistencia Sanitaria de la Seguridad Social de Andalucía (RASSA),
dependiente de la Junta de Andalueia.

2. La demanda se funda, en sintesis, en los siguientes hechos y
alegaciones:

a) Las aetoras 'pres~n servicios para RASSA en un Centro
hospitalario de la Seguridad Social en Sevilla mediante contratos
eventuales de seis meses de duración, formalizados a! ampar<? del
arL 2 b) del Estatuto de Personal no sanitario de las Instituciones
Sanitarias de la Seguridad Socia1, aprobado por Orden de 5 de julio de
1971, y para desempeñar trabajo como auxiliares administrativos en las
vacantes existentes que deberían ser· cubiertas por el procedimiento
reglamentario. Al ténnino del plazo de seis meses y con breve solución
de continuidad de algunos dias, la RASSA volvió a contratarlas a!
amparo de la misma normativa, con igual categoria, objeto y para igual
centro, especificándose 9ue los contratos durarian hasta la cobertura de
1&s plazas por el procedimiento reglamentario, desempeñándolas hasta
ser cesadas verbalmente ellO de febrero de 1986.
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(IaboraI~ lICOJIlod'nc!ooc a uoa linea jurisprudencial uniforme y conti·
nuada de la que cita numerosas Sentencias mientras que la de 7 de enero
de 1987 mantiene el criterio complelaDlente opuesto de que la relación
entre Iaa partes ea relación estatutaria la Iaa que oc refiere el ar!. 1.3 a)
del Estatuto de 101 Trabl\iadores] a la que no puede aplicane la
Leaisladón Iabond, lo que contraria el tenor de los contratos, la. norm..
aplieablea y la doctriJla juriJprudencial citada. De la Sentencia impug­
nada, ademú, no oc deduce con certeza, ni con relativa seguridad, ni por
aptO'ljmacjóD cuAles son las razones para apartarse de la linea jurispru­
dencial anterior.

Por otro lado, la Sentencia objeto de im~ción infringe el arto
24.1 de la C. E., por eatar viciada de uoa mco.""..,ncia tal que ha
privado a la aetora de toda ~bilidad de efeetuar .u defen.., vulne·
rando el principio de contradicción, _ ha cambiado por completo 101
términos en que oc había producido el debate procesal, introduciendo
como araumento decisivo un tema nuevo. el de la naturaleza de la
relación, sobre el que la parte no pudo bacer alepción de cl... alguna
en .u defeDsa, ni Iaa partes ni los ó.....os de iDsJancia $O plantearon que
la relación tuviese otra naturaleza que no fiIeae laboral En el pre$Onte
caso el Tribunal Central de Trabajo ba modificado la naturaleza de la
acción ejercitada por la parte, lo que es más censurable al producirse en
un recurao sin debate pleno.

Sup1ica la anulación de la Sentencia impupada para que $O dicte otra
nueva, dentro de los ténninos en que oc ba planteado el debate y
nIZODIDdo adecuadamentet en su caso, una solución distinta a la
contenida,en su Sentencia Inmediatamente anterior.

4. El 18 de marzo de 1987 OC dictó providencia poniendo de
manifiesto la posible existencia de la causa de inadmisión establecida en
el art. 50.2 b) y, dapuá de preoentaroe Iaa~ntes al~ones
por la parte recurrente y el Ministerio FIICI1, qwen solicitó la inadrni·
sión del recurao, oc dictó providencia de 27 de mayo, por la cual $O
acordó continuar,e} trámite Y. entre Otrol,extremos, recabar la remisión
de las actuaciones judiciales

Recibidas <!stas, en providencia de 23 de septiembre $O acordó dar
vista de las misma& a la parte demandante y al Ministerio Fiscal.
conoediéDcloles el plazo común de veinte dIas para presentación de la.
aIqaciones que eatimaren pertinentes.

5. La parte demandante formuló alqaciones que, .ustancialmente,
$DO reiteneión de Iaa cootenidas en el eacrito de dentanda, insistiendo
en la identidad de Iaa situaciones de becbo y de los presupuesto.
jurídicos en la Sentencia.recurrida en amparo y de la de 10 de diciembre
de 1986, invocada como término de comparación, volviendo a reprodu·
cir la CIta de numerosas Sentencias der T. C. T.•· que resuelven, a su
juicio, el mismo problema en el $Ontido en que Jo hizo esta última
Sentencia e insistiendo en que la impullllDda ha lesionado el principio
de il"a1dad, _tiDdo por el art. 14 de la Conatitución, f el derecho
a la tutela judicial, por inconIruencia causante de indefeoslón, recono­
cido en el art. 24.1 de la propia Constitución.

Terminó .uplicando el otorpmiento del amparo solicitado en la
demanda y que $O formulen los requerimientos o~rtuno••i la Sala lo
estima necesario. a fin de traer a los autos certificación o fotocopia
adveroda de'" SenteDciu del T. C. T. de lO de diciembre de 1986 y 4
de marzo de 1987, al objeto de aeteditar la identidad de'" situaciones
de becbo. .

6. El Ministerio Fiscal solicitó el otorpmiento del amparo con
fundamento en las si¡uientes alepciones recogidas en síntesis:

En el caso que DOS ocupa, se trata de la cOntratación temporal. en
fomui eventual e interina (al amparo de la Orden de 5 de julio de 1971,
modificada por la Orden de 30 de julin de 1975~ del personal no
sanitario de Instituciones Sanitariu de la Seguridad Social.

El criterio seguido por la Ma¡istratura de Trabajo núm. 7 de Sevilla,
en su Sentencia de 13 de mayo de 1986. es el de entender que no
habifodooe producido lo. contratos en fraude de Ley y e.tando clara .u
naturaleza temporal. legalmente~ su terminación no puede
considerane despido sino taD sólo extinción contractual.

Por.u parte,la Sala Sesw>da del T. C. T., en .u Sentencia de 10 de
dici~bre de 1986. revocó la anterior por entender que estos contratos
oc reaIan por el Real Decreto 2104{1984 y habla excedido de $Oi. mese.;
porque en la segunda contratación de las accionantes, debe entenderse
que se produjo un contrato eventual. y no interino aunque se atribuya
a la misma esta naturBleza'o le den el nombre de interinidad. ya que en
estos últimos contratos no se pretendía sustituir a la persona nominati­
vamente designada con derecho a reserva de puesto de trabajo, sino.
antes al contrario. respondía a la misma causa de los contratos
anteriores, ea decir, la de atender neceaidadea urgentes que no podian $Or
atendidas por funcionarios de plantilla, entre tanto se cubrían par los
procedimientos resJamentarios.

Esta Sentencia de lO de diciembre de 1986 del T. C. T., Sala segunda,
$O trata de comparar ahora coo la Sentencia.impupada de la misma Sala
de diebo Tribunal Central de Trabl\io de fecha 7 de enero de 1957
después ratifieadajurisprudencialmente por otra de 4 de marzo de 1987.

Efectivamente 101 supuestos son id6nticos Y. como ya se dijo en el
anterior eacrito de 3 de abril puado la Sentencia atacada de 7 de enero
de 1987, es fundada en Derecbo y aplica rI20nablemente el porqué de
su decisión que, por otra parte, sigue criterios jurisptudenciales' del
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Tribunal Supremo (Sentenci.. de 9 de octubre de 1984 y de 6 de
diciembre de 1986). En principio, por tanto seria necesario descartar
cualguier lesión del derecho de igualdad en la aplicación de la Ley.

SIn embargo. a la vista de las actuaciones y de la posterior SentenCIa
del propio Tribunal Central de Trabajo de 4 de marzo de 1987 que
vuelve a la doctrina que so.tuvo la resolución comparada de 10 de
diciembre de 1986 la cuestión requiere una mayor profundización.

Porque es lo cierto que la Sentencia impugnada, aunque está fundada
en Derecho no hace referencia alguna a la anterior de 10 de diciembre
de 1986. no manifiesta ni siquiera impUcitamente las razones que le
mueven al Tribunal para efectuar el cambio. ni una evolución legislativa
a! respecto -inexistente- puede justificar tal variación jurisprudencial.
Por ello, no puede tampoco deducirse del propio contexto de la
Sentencia atacada el motivo que la ind~o a efectuar el cambio.

En tales circunstancias, la Impresión que se tiene es que el Tribunal
Central de Trabajo, en un caso semejante y con aplicación de la misma
legalidad ha tomado una decisión distinta sin razón que lo justifique,
como no sea una nueva interpretación de aquella leplidad realizada sin
recordar o advertir la opuesta y anterior que habia efectuado. Ello viene
confirmado al comprobar '1ue la Sentencia de 4 de marzo de 1987
reinicia el criterio inte!l'retaüvo abandonado y vuelve al de la Sentencia
que .irve de comparaCIón, la de 10 de diciembre de 1986.

Por 10 dicho. y con aplicación al caso de la jurisprudencia citada del
Tribunal Constitucional. el Ministerio Fiscal entiende que debe anularse
la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo impusnada, de 7 de enero
de 1987 y otorgarse el amparo.

Por el contrario, no cabria tachar de inconsruente la Sentencia
impugnada, porque el tratamiento que hace del problema sujeto a
enjuiciamiento (contratación temporal e indefinida de los recurrentes)
no sobrepasa los límites de aquel, sino que por el contrario ~menta
y decide dentro de eUos, aunque difiera de los criterios mantenIdos por
los actores. En definitiva no se aprecia lesión del derecho ,contenido en
el arto 24.1 de la Constitución, _to que la~ no ha .ufrido la
indefen.ión que alega al haber obtenido re.oluClón Judicial fundada en
Derecho sobre la cuestión planteada si bien discrepante con sus
pretensiones.

7. El 10 de noviembre $O dictó Auto, acordando no haber lugar a
la actuación probatoria pedida por la. demandante. y el 21 de marzo $O
$Oóaló, por providencia, el dIa 6 de junio para deliberación y votación.

JI. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Las demandantes de amparo pretenden la nulidad de la Senten.
cia de la Sala Segunda del T. C. T. de 7 de enero de 1987, a la cual
imputaD violación de lo. derechos a la igualdad en la aplicación de la
Ley Y a la tutela judicial efectiva" prantizados, respectivamente. por los
1rtS. 14 y 24.1 de la Constitución.

En relación con la ~mera de dichas supuestas violaciones afirman
que la Sentencia rccumda modifica, sin explicar las razones del cambio,
el criterio sostenido por la misma Sala en su anterior Sentencia de 10 de
diciembre de 1986, dietada en un supuesto idéntico al resuelto por
aquélla, la cual, además, contradice la doctrina con.tante y reiterada
que, desde años, viene manteniendo la pro1?ia Sala sobre la naturaleza
laboral de los contratos eventuales de duracIón temparal de seis meses,
formalizado. por la Admini.tración al amparo del articulo 2 b) del
Estatuto de Personal no Sanitario de las Instituciones de la Seguridad
Social, aprobado por Orden de S de julio de 1971 y reformado por Orden
de 30 de julio de 1975.

La segunda de las violaciones denunciadas se hace residir en el vicio
de incongruencia, causante de indefensión que. a juicio de las deman­
dantes, ocasiona la Sentencia impugnada por introducir el tema no
discutido de la naturalezajuridica de dicha clase de contratos, alterando
totalmente los términos del debate procesal al declararlos de naturaleza
estatutaria sin darles ocasión a formular alegaciones.

Ante esta doble fundamentación del recurso de amparo procede
examinar y resolver por separado cada una de las dos referidas
violaciones Que se reprochan a la Sentencia recurrida.

2. A través 'de numerosas resolq,ciones, entre las Que ·pueden
de.tacaroe la. SSTC 63/1984, de 21 de mayo, y 78{1984, de 9 de julio,
este Tribunal ha establecido una constante y uniforme doctrina, según
la cual el derecho a la igualdad en la aplicación de la Ley. protegido por
el arto 14 de la Constitución y conectado al principio de interdicción de
la arbitrariedad de lo. poderes público., que consagra el art. .9.3 de la
propia Constitución, significa. en relación con el ejercicio de la potestad
Jurisdiccional. que un mismo Juez o Tribunal no puede modificar el
sentido de las decisiones adoptadas con anterioridad en casos sustancial­
mente idénticos a no ser que se aparte conscientemente de él. ofreciendo
una fundamentación suficiente y razonable que motive el cambio de
criterio o, en ausencia de tal motivación expresa, resulte patente que la
diferencia de trato tiene su fundamento en un efectivo cambIO de
criterio por desprenderse así de la propia resolución judicial o por existir
otros elementos de juicio externo que así lo indiquen, como podrían ser
posteriores pronunciamientos coincidentes con la línea abIerta por la
Sentencia impugnada.
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Por lo tanto, lo que prohíbe el derecho a la igualdad en la aplicación
de la Ley es el cambio arbitrario de criterios generales en la interpreta·
ción y aplicación de las normas jurídicas, l1evadn a cabo por una
resolución judicial que responde de manera particular y aislada al
concreto supuesto planteado, en contradicción injustificada con dichos
criterios generales.

Son. por consiguiente, condiciones esenciales para apreciar la viola·
ción del derecho, que el demandante de amparo ofrezca una o al8unas
resoluciones anteriores, dictadas en casos i~ntiCOS"p'or el mismo órgano
judicial,. .que sirva o sirvan de ténnino de comparaCIón a fin de constatar
si ha o no existido trato diferenciado. teniendo siempre en cuenta que
solamente pueden' válidamente servir a tal fin aquella o aquellas
resoluciones anteriores que coincidan con criterios generales consolida­
dos y que la sentencia impugnada los contradiga de manera arbitraria.

3. En el supuesto de autos se somete a comparación la sentencia
""urrida y la dictada por la misma Sala del T. C. T. de 10 de diciembre
de 1986. .

Ambas Setencias recayeron en procedimientos de despido laboral en
los que se planteó el idéntico supuesto de personas que entraron a
prestar servtcios de Auxiliares Administrativos para la Red de Asisten­
cia Sanitaria de la S",uridad Social de Andalucía, en el hospital de
Valme de Sevilla, mediante contratos eventuales de duración temporal
de seis meses, formalizados al amparo, de lo establecido en el ano 2 b)
del Estatuto de Personal' no Sanitario del Servicio de Instituciones
Sanitarias de .Ia SeJuridad Social, cuyo objeto era desempeñar el trabajo
en las vacantes eXIstentes que debían ser cubiertas por el procedimiento
reglamentario.

Al término de los contratos. se procedió en ambos supuestos, después
de una breve solución de continuidad de escasos días, a formalizarse
nuevos contratos con igual objeto, especificándose que la duración de los
mismos· sería hasta que se cubrieran las plazas por el procedimiento
reglamentario.

Cesadas todas esas personas, tres de ellas ejercitaron acción de
despido improcedente ante la Magistratura de Trabajo núm. 7 de Sevilla
y otras cuatro, las aquí demandantes, ante la Magistratura núm. 1 de la
misma ciudad, obteniendo las correspondientes Sentencias de 13 de
mayo y 17 de mayo de 1986, las dos con pronunciamientos desestimato­
rios en las que no se cuestiona la naturaleza laboral de los contratos y
se citan. en la primera, las Sentencias del T. S. de 6 de diciembre de 1984
y 12 de rebrero de 1986 y, en la segunda, las de 9 de octubre y 6 de
diciembre de 1984. .

Interpuestos los respectivos recursos de suplicación con fundamento
en iguales motivos, la Sala Segunda del T. C. T., dieta el 10 de diciembre
de 1986 Sentencia por la cual, ""hazando que la relación contractual sea
de carácter estatutario y afinnando su natJ,1l'81eza laboral. revoca la
Sentencia de la Magistratura núm. 7 y condena a la Junta de Andalucía
a la readmisión de las trabajadoras cesadas y al abono de los salarios de
tramitación y el dla 7 de enero de 1987 dieta la Sentencia ""urrida en
la que se declara inaplicable la normativa laboral general por ser
contratos formalizados al amparo de norma estatutaria y se rechaza ti
recurso. confi.rmando la Sentencia suplicada de la Magistratura núm. l.

Estamos; por tanto; en presencia de supuestos, cuya indudable y
manifiesta identidad no puede entenderse desvirtuada por la circunstan­
cia de que la Sentencia aquí recurrida se estime que. al·no superarse en
los seaundos contratos el plazo de seis meses, falta el supuesto de hecho
que tu recurrentes pretenden subsumir en las normas que citan como
infrin¡idas. pues tal declaración no constituye. en realidad una valora·
ción de la prueba en la qne este Tribunal no pueda entrar, para juzgar
de su acierto o. inexactitud, sino un argumento jurídico consistente en
considerar que el cese de las trabajadoras antes ,de que se cumplan los
seis meses del segundo contrato les impide alcanzar la calIdad .de
empleadas fijas de plantilla y este argumento, no utilizado en la
Sentencia de 10 de diciembre de 1986. no introduce un elemento fáctico
diferencial que sea relevante en relación tonel supuesto resuelto·por esta
sentencia anterior.

Una vez comprobada la identidad de los supuestos .de hecho
resueltos por las Sentencias comparadas y acreditado que en éstas se

16012 Sa!JJ Primera. R...uso de amparo IlÚmero 453/1987.
Sentencia número 109/1988. de 8 de junio.

La Sala Primera del Tribunal Coosútueional, compuesta por don
FrattciJco Tomás y Valiente. Presidente; don Francisco Rubio Uorente.
dqn Luis Dlez-Pic8z0 y Ponce de León, don Antonio Troyol Serra, don
Eoaenio Dlaz Eimil, don Miguel Rodriguez-Piñero y. Bravo--Ferrer,
Mqistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
En el = de amparo nÚDL 453/19&7, interpuesto por el Procura­

dor de los Tribunales don Antonio Barreiro Meira, asistido del Letrado

BOE núm. 152. Suplemento

mantienen. criterios- totalmente opuestos en cuanto a la naturaleza
jurfdica de .los idénticos' contratos en que se apoyan dichas acciones,
calificados por ,la Sentencia recurrida de relación estatutaria exclu~ente
de la aplicación de la normativa laboral que les asigna la SentenC18 de
10 de diciembre de 1986. sólo queda por examinar si la recurrida
constituye respuesta aislada y paJ1icular del caso que resuelve o entraña
un cambio objetivo y generalIzado de criterio consolidado anterior.

En este punto, resulta claro que la Sentencia de 10 de diciembre de
1986 responde a la línea doctrinal uniforme que mantiene el Tribunal
Central de Trabajo. en relación con la naturaleza laboral de los contratos
eventuales e interinos celebrados para cubrir vacantes de las Institucio­
nes Sanitarias de la Seguridad SOcial mientras no se provean por los
procedimientos reglamentarios. y. en este sentido. pueden atanc. las
Sentencias del T. C. T. de 24 de septiembre y 29 de julio de 1985. .

La Sentencia recurrida, sin exponer razonamiento alguno que justifi­
que su decisión contraria a esa consolidada linea doctrinal, se aparta
radicalmente de·la misma al rechazar la aplicación del ordenamIento
jurídico laboral por entender que las relaciones jurídicas creadas al
amparo de dichos contratos son de naturaleza estatutaria.

Carece. por consigulente, dicha Sentencia de motivación expresa que
permita apreciar que el trato diferente responde a un cambio de criterio
generalizado. ni de su propia estructura y contenido se patentiza otra
cosa que no sea la de haber operado un cambio aislado y panicularizado,
como asi pone de manifiesto el elemento de juicio extemoque
suministra su posterior Sentencia de 4 de marzo de 1987, en la que se
resuelve otro caso idbltico planteado por trabajadoras del mismo
hospital de Valme de Sevilla sobre la base de asignar naturaleza laboral
a sus contratos temporales. volviendo al criterio tradicional de sumisión
de los mismos a la legislación laboral con cita expresa de la Sentencia
de 10 de diciembre de 1986, utilizada en este recurso como término de
comparación. y, por tanto. desautorizando el criterio sesuido por la
Sentencia objeto de este recurso. la cual se manifiesta así, de manera
patente, causante de una desigualdad injustificada de trato. no consen­
tida por el derecho a la i8ualdad en la aplicación de la Ley.

Esta decisión hace innecesario entrar en el examen de la segunda de
las violaciones denunciadas. respecto a la cual es suficiente señalar que
la congruencia de las resoluciones judiciales con los ténninos del debate
pr<;>cesal no resulta vulnerada por el ó~no judicial que, en ejercicio de
la facultad implícita en el principio ,ura novit curia, atribuye a los
contratos existentes entre las partes litigantes una calificación jurídica
distinta de la sostenida por éstas SSTC 10/1982, de 5 de mayo, y
167/1985, de 10 de diciembre.

. FALLO
En atención a tode·lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA

AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION DE LA
NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Otorgar el amparo solicitado y, en su consecuencia,

.1.0 Declarar la nulidi'd de la Sentencia de la Sala Segunda del
Tnbunal Central de TrabajO de 7 de enero de 1987. dictada en el recurso
de suplicación núm. 1428/86 interpuesto por las demandantes de
amJ?8ro contra la Sentencia de la Magistratura de Trabajo núm. 't de
Sevilla el 17 de mayo de. 1986.

2.0 Reconocer a dichas demandantes de amparo su derecho a la
igualdad en la aplicación de la Ley. .

3.0 Retrotraer las actuaciones judiciales al momento anterior a
dictarse .Ia Sentencia de suplicación a fin de que la mencionada Sala
dicte nueva Sentencia

Pubüquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a ocho de junio de mil novecientos ochenta y
ocho.-Firmado: Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Llo­
rente.-Luis .Díez:Picazl? .y P~mce de León.-~ntonio Truyol
Serra.-Eugen~o DIaz EImIl.-MIguel Rodríguez-Ptñero y Bravo­
Ferrer.-Rubncados.

don Enrique Femández Lobo, en nombre de doña Severina Dlaz Dlaz,
impugnando la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 13 de
febrero de 1987 dietada en el rocurso de suplicación núm. 2.839 de 1983,
sobre derocho de aIiliación al Montepio del Servicio Doméstico, por
supuesta violación del derecho fundamental establecido en el art. 14 de
la Constitución.

En el reCurso ha sido parte el Ministerio Fiscal y el Procurador de los
Tribunales don Eduardo Morales Price, asistido del Letrado don
Antonio Gar<:Ia Lozano, en nombre del Instituto Nacional de la
Seguridad Social. Ha sido Ponente el Magistrado don Luis Diez-Picazo
y Ponce de ~ón, quien expresa el parecer de .Ia Sala.

1. ANTECEDENTES

l. Doña María Severina Díaz Diaz, casada y vecina de Oviedo.
figuró desde el dia 1 de abril de 1975 dada de alta en el Régimen Especial


